Carátula 


(Ocupa la presidencia ad hoc el señor senador Garín). 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 13:06). 
—Buenas tardes. 


Damos la bienvenida a los miembros de la Comisión Nacional de Fomento Rural, quienes 
solicitaron ser recibidos a los efectos de presentar un planteo referente a la ley que regula la sociedad 
de fomento rural. Desde ya agradecemos el tiempo que disponen para ese fin. 


La delegación está integrada por el presidente de la Comisión Nacional de Fomento Rural, 
señor Mario Buzzalino; los consejeros ingeniero agrónomo Joaquín Mangado y la señora Cristina 
Revetria, y los asesores Daniel Ráber, contador Victor Durán, los doctores Pablo Abelenda y Julio 
Basanta y el ingeniero agrónomo Luis Jourdan. 


SEÑOR BUZZALINO.- Buenas tardes. 


Antes que nada queremos agradecer la oportunidad que nos brindan de hablar sobre estos 
dos temas tan importantes para nosotros: el riego y fundamentalmente, la Ley n.* 14.330 que, sin duda, 
ha sido lo más complicado que nos ha tocado enfrentar como dirigente en los últimos años. 


Estoy seguro que muchos de los señores senadores conocen qué es la Comisión Nacional 
de Fomento Rural y cuál es su trabajo, pero si me permiten, muy brevemente quiero marcar algunos 
detalles importantes. 


La comisión nacional tiene 101 años de trabajo ininterrumpidos en todo el país —con 
excepción del departamento de Durazno—, con más de cien organizaciones afiliadas y según datos de 
la Universidad de la república, hay 17.000 productores afiliados al sistema nacional de fomento. El rol 
de la sociedad de fomento trasciende lo productivo, lo tecnológico y está precisamente marcado en sus 
estatutos que debe colaborar con la escuela pública, la salud, la caminería, la electrificación, con los 
temas de género, jóvenes y niños, es decir, con todo lo que de alguna manera impone la dinámica de 
una zona rural organizada y moderna. 


En 1974 se modificó por última vez esta ley que regula todo este trabajo y hasta la fecha, 
afortunadamente, hubo algunos cambios radicales. Por ejemplo, todo lo que tiene que ver con la 
producción —su forma y comercialización—, las necesidades de los productores y de las organizaciones 
ha cambiado mucho y, por lo tanto, consideramos que la ley debe aggiornarse. 


En los últimos tiempos se nos han planteado algunas contradicciones fundamentales. Por 
ejemplo, la dirección de desarrollo del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca ha invertido mucho 
dinero en los últimos años en lo que tiene que ver con desarrollar la agricultura familiar, pero nos 
encontramos con la contradicción de que según la interpretación que ACCE —Agencia de Compra y 
Contrataciones del Estado— hace de la Ley n.” 14.330 las sociedades de fomento no pueden participar 
en el programa de compras públicas. Creo que todos sabemos que el diseño del programa de compras 
públicas fue orientado hacia la producción familiar, pero en virtud de la interpretación que esta gente ha 
hecho de la ley, las sociedades de fomento quedan marginadas de este programa. 


No venimos a proponer cambiar todo para que las sociedades de fomento puedan trabajar y 
desarrollarse; no, por el contrario, lo que proponemos es la posibilidad de mejorar y adaptar la Ley 
n.? 14.330 para poder seguir trabajando y cumplir con la misión de construir el Uruguay todos juntos y 
contribuir de esa manera al desarrollo general. 


SEÑOR DURÁN..- Gracias a los señores senadores por la atención que nos brindan; para nosotros es 
un gusto estar aquí y que escuchen nuestro planteo. 


Quizás tenga que repetir algunos de los conceptos vertidos por el presidente Mario Buzzalino 
en el sentido de que hoy en nuestro sistema de fomento rural tenemos más de cien entidades de base, 
que son asociaciones civiles sin fines de lucro cuyos directivos son honorarios y no reparten utilidades; 
todo el probable beneficio que pueda sacarse es en favor del socio y de la capitalización de las 
mencionadas sociedades de fomento rural. 


Según el último censo realizado por la Universidad de la República, hay más de 17.000 
productores familiares vinculados con el sector, cifra que se multiplica por varias veces para calcular 
todas las familias y los trabajadores que están integrados a ese sector y a otros servicios vinculados. 


Hemos venido con una delegación nutrida que no solo está representada por las autoridades 
de la comisión sino también por autoridades y asesores de varias sociedades de fomento que nos han 
ayudado. Todos hemos estado en consonancia para presentar este anteproyecto que, como decía 
Buzzalino, pretende ser un insumo para que el Parlamento lo haga propio e intente llegar a buen 
término. 


El Decreto-Ley n.* 14.330 —elaborado el 19 de diciembre de 1974— ya tiene casi 42 años de 
vigencia. Obviamente, en ese tiempo el agro nacional ha tenido grandes cambios y las sociedades de 
fomento rural no pueden quedarse atrás; es por ello que estamos presentando este informe. Creemos 
que su actualización se hace más que necesaria, en virtud no solo de los cambios que decíamos sino 
también de las necesidades y demandas del medio rural y, sobre todo, de la aplicación de políticas 
públicas destinadas al asociativismo y al sector de los productores familiares en particular y al 
desarrollo rural. 


Hoy tenemos, por un lado, al Estado, fundamentalmente a través del Ministerio de 
Ganadería, Agricultura y Pesca pero también de Industria, Energía y Minería, y de Desarrollo Social, 
que aplican políticas públicas vinculadas directamente con nuestro sector mediante los proyectos de 
fortalecimiento institucional y de otros que se han ido ejecutando en los últimos años para que, 
obviamente, las sociedades se desarrollen y crezcan en servicios y emprendimientos asociativos como 
mecanismos para hacerlas autosustentables. De otra manera, sin un apoyo externo es difícil que las 
más chicas se puedan desarrollar. Podemos mencionar los proyectos para integrarse a cadenas de 
valor, ya que justamente agregar valor es uno de los grandes desafíos del sector agropecuario. Uno de 
los institutos que más está apoyando últimamente a nuestro sector es el Instituto Nacional de 
Colonización a través del otorgamiento de fracciones de campo a sociedades de fomento rural, 
cooperativas y otros emprendimientos asociativos, para que desarrollen actividades productivas en 
beneficio de los socios, tales como pastoreo, generación de pasturas, forrajes, semillas, etcétera, todo 
en beneficio del socio. De alguna forma, el productor pequeño que tiene poco espacio lleva parte de su 
ganado para extender las hectáreas de campo que no tiene en un campo de recría. Estas han sido 
experiencias notorias y fundamentales, principalmente para el desarrollo del sector lechero. Sin 
embargo, contrariamente a estos estímulos que dan el ministerio de ganadería, el instituto de 
colonización y otros ministerios, es decir contrariamente a estos objetivos, hay otros sectores del 
Estado que impiden el desarrollo de esas actividades por entender que la ley no se adecua a las 
operativas actuales. En definitiva, no permite a las sociedades de fomento que desarrollen sus 
actividades. Recordemos que el año pasado cumplimos 100 años, que no es poca cosa. Es decir que 
muchas actividades ya tienen su historia y han transformado a las sociedades de fomento en una 
herramienta ineludible para miles de productores familiares, a fin de que estos puedan salir adelante en 
momentos críticos. Sin ir más lejos, queremos informar que las sociedades de fomento no están aptas 
para formar parte del Registro Nacional de Organizaciones Habilitadas, el Renaoh, que se estableció 
por la Ley de compras públicas, la n.* 19.292. Un informe recientemente elaborado por la agencia 
central de contrataciones y compras del estado es claro en determinar que las sociedades de fomento, 
en su aspecto legal no pueden acceder al registro. Esto se contrapone con los objetivos planteados por 
el ministerio de ganadería, principalmente la Dirección General de Desarrollo Rural. Entonces, cabe 
preguntarse: ¿el gobierno nacional y el Parlamento están dispuestos a que esta valiosa herramienta 
que constituye el sistema de fomento rural no forme parte de sus proyectos y programas de apoyo a la 
producción rural? Entendemos que la respuesta es obvia. 


Hoy asistimos a un fenómeno mundial que es la emigración del campo a la ciudad, en parte 
porque no se dan las condiciones a muchos jóvenes para afincarse en el campo. Sin organizaciones 
como la sociedad de fomento rural que los nuclee, los apoye, les preste servicios adecuados y a bajo 
costo, estaremos profundizando esa emigración. Las sociedades de fomento rural se enfrentan a 
desafíos mayores, como su propia existencia por estos impedimentos legales. Además, están 
presionadas por la imparable concentración del agronegocio, con la presencia de las transnacionales 
de la semilla, los agroquímicos y los fertilizantes, así como las cadenas agroalimentarias, grupos 
económicos particulares, etcétera, que les han venido quitando espacio por su expansión en tierra y, 
como resultado de ello, sabemos de la desaparición de miles de empresas y muchos hablan de más de 
12.000 empresas familiares en la última década. 


Por otra parte, nos parece inadecuado que para realizar algunas actividades y servicios que 
hoy las sociedades de fomento no puedan llevar adelante por las limitaciones reglamentarias 
mencionadas, se deba recurrir a que constituyan, en forma paralela, otras formas jurídicas. De hecho, 
se está dando que algunas sociedades de fomento, por no poder vender al Estado y registrarse en el 
Renaoh, hoy están pensando —o ya lo hicieron— en constituir cooperativas agrarias paralelamente. 
Realmente nos parece nefasto, porque no se puede tener en una misma localidad, con la misma 
cantidad de personas —pocas personas—, dos comisiones directivas y dos administraciones, cuando se 
trata de los mismos intereses. 


Como mencionamos anteriormente, la Ley n.* 19.292 referida a las compras públicas es el 
mejor ejemplo. Un informe recibido semanas atrás de ACCE fue categórico al negarles la posibilidad de 
ser proveedoras del Estado, a pesar de que el propio Parlamento dictó esta ley a favor de los grupos 
de productores familiares nucleados en sus organizaciones, normativa que contó también con el apoyo 
del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca. 


Otro elemento a destacar, es que el Parlamento también aprobó la Ley n.” 18.092, por la que 
se declara de interés general que los titulares del derecho de propiedad sobre los inmuebles rurales y 
las explotaciones agropecuarias sean personas físicas, sociedades personales comprendidas en la Ley 
N* 16.060, sociedades agrarias y asociaciones agrarias comprendidas en la Ley N* 17.777, 
cooperativas agrarias y sociedades de fomento rural comprendidas en el decreto-ley N* 14.330. Es 
decir que el Parlamento aprobó que las sociedades de fomento rural puedan ser titulares de 
explotaciones agropecuarias. Pues bien, el BPS dice que no, que no pueden realizar explotaciones 
agropecuarias. Por un lado, el Parlamento dice que sí y, por otro, el BPS entiende que no pueden 
realizar explotaciones agropecuarias porque son actividades que se van de su objeto. Preguntamos, 
entonces, para qué necesitan un campo. ¿Para arrendarlo? Se iría totalmente del objeto. 


La DGI tampoco ve con buenos ojos el desarrollo de actividades que actividades que no 
estén dentro de su objeto estatutario y de lo que marca la ley sean pasibles de otros impuestos. 


En síntesis, la comisión nacional les presenta un anteproyecto de ley que propende a 
actualizar una forma jurídica poco desarrollada a nivel mundial. Este es un concepto a destacar: no 
encontramos a nivel mundial experiencias de este tipo. Deberíamos estar orgullosos de esta 
herramienta, pues sabemos que es de primer orden en la medida en que se permita desarrollarla para 
consolidar el asociativismo como paso imprescindible para la supervivencia de los productores 
familiares en el medio rural. 


Apelamos a la buena voluntad parlamentaria para que tome este anteproyecto de ley, lo haga 
suyo, lo estudie y le dé el trámite correspondiente a los efectos de transformarlo en ley, pues sin duda 
contribuirá también al desarrollo de cada uno de los territorios y las comunidades donde están insertas 
las sociedades de fomento rural en el país. 


Quedamos a entera disposición de los señores senadores. 
Muchas gracias. 


SEÑOR BASANTA.- Represento a la Sociedad de Fomento Rural de Tarariras y me acompaña el 
señor Daniel Ráber —socio y productor rural-—, representante de la comisión directiva. Dicha sociedad 


está ubicada en la ciudad de Tarariras, departamento de Colonia, cuenta con más de 3000 socios y 
tiene también 101 años. 


Como pueden ver los señores senadores, en la otra punta está la representación de la 
Sociedad de Fomento Rural de Colonia Valdense, que seguramente hará uso de la palabra. 


Esta es una demostración de cómo se integra la Comisión Nacional de Fomento Rural, que 
no es una organización burocrática, sino que cuenta con un reducido número de trabajadores por el 
fomento rural, que son productores, y el contador que me antecedió en el uso de la palabra. 


Como integrantes de estas sociedades prestamos nuestra ayuda y colaboración para llevar 
adelante todo los proyectos que la comisión nacional requiera. Por eso estamos hoy aquí, como 
refuerzo, como batallón de ayuda en esta circunstancia. 


La Comisión Nacional de Fomento Rural, como se dijo anteriormente, tiene 101 años. Hay 
muy pocas instituciones que puedan darse ese lujo en nuestro país, porque no son 101 años de edad 
vacíos, sino de acumulación de conocimiento y de trabajo. Por eso nos duele cuando muchas veces 
nos encontramos con impedimentos burocráticos, que no son puestos por mala voluntad, sino que son 
fruto del desconocimiento. 


Como ha dicho Víctor, está la ley de proveedores al Estado, que hace que los productores 
familiares puedan vender su producción al Estado. Hace 60 años que la Comisión Nacional de 
Fomento Rural y la Sociedad de Fomento Rural le venden al Estado. Es más: hace 30 años que hemos 
logrado exportar directamente del productor familiar al exterior, sin ley, sin decreto. Y muchas veces, 
cuando se establece una nueva organización, destinada a dinamizar el sector -lo que reconocemos, y 
es bueno para que otros productores puedan acceder a esos estamentos y valorar su trabajo-—, 
sentimos que todo aquel conocimiento y todo aquel esfuerzo que tiene la Comisión Nacional de 
Fomento Rural y las sociedades de fomento, desperdigadas por todo el país, no se ha tenido en cuenta 
o no se considera. Es por eso que nosotros decimos que entendemos —en nuestro caso los que somos 
abogados- que el informe que prohíbe a las sociedades de fomento venderle al Estado no está de 
acuerdo con la ley, que es una interpretación errónea; creemos que tenemos antecedentes, que 
tenemos derechos adquiridos y que le hemos hecho mucho bien al Estado, porque no le vendemos a 
un ministerio en Montevideo: le vendemos al cuartel del departamento, a la escuelita rural, a la 
comisión de fomento de una escuela para que pueda funcionar el comedor; vendemos en aquellos 
lugares donde se necesitan las cosas y somos vecinos con vecinos. Es un tema que nos preocupa, y 
esto viene, justamente, a cuento de porqué hoy estamos aquí. 


Evidentemente, la Ley n.” 14.330 tiene grandes virtudes. Para empezar, es muy corta, y 
como dice el refrán, si lo bueno es breve, dos veces bueno. Y es tan buena que ha durado cuarenta 
años; pero la realidad de la producción agropecuaria ha variado mucho. En la Sociedad de Fomento 
Rural tenemos una historia, por ejemplo, en la creación de materiales biológicos. Hace décadas que 
participamos con el INIA de diversas maneras, financiando en cierta medida y actuando como 
reproductores de los productos biológicos que hace el INIA. ¿Para qué? Para lograr, de alguna 
manera, tener una ventana abierta frente a la lucha de las patentes —que se nos viene—, tema que hoy 
día está sobre la mesa, incluso con el tratado que se acaba de firmar con Chile. Entonces, para la 
Sociedad de Fomento Rural, que tiene una ley que estaba pensando en combatir las cotorras o vender 
alambre de púa, hoy en día tenemos que tener acceso a determinadas cosas. Hoy la Sociedad de 
Fomento Rural vende lavarropas programables, porque las mujeres del campo también tienen derecho 
a tenerlo. Hoy vendemos computadoras oO sistemas de información, cámaras o productos 
agropecuarios, agrícolas, de quinta o sexta generación. ¿Por qué? Porque es la necesidad del 
momento. Entonces, a veces, cuando uno va a plantear este tipo de requisitos, que son 
imprescindibles para el desarrollo rural, nos encontramos con que nos dicen: «La ley no lo prevé». La 
ley dice que las sociedades de fomento pueden vender todos los insumos que requieran a los 
productores. Un insumo es una bota de goma, una computadora, alambre, piques, todo lo que ustedes 
conocen; pero hoy un insumo también lo es el bronceador solar. Esto me hace acordar a una discusión 
que tuvimos —por supuesto que en buenos términos— con el Ministerio de Economía y Finanzas, 
porque el último laudo del sector agropecuario dice que hay que entregar protector solar a los 
trabajadores del campo. Entonces, hoy el protector solar es un insumo, y lo vende Prolesa. Prolesa 
vende tarros de un kilo lo que de repente mis hijas compran en la farmacia para ir a la playa. Y, 


seguramente, en los próximos años van a ser los lentes con protector UV u otro tipo de elementos. 
¿Por qué? Porque es el progreso. 


Entonces, nosotros hoy venimos con un proyecto de ley, con un trabajo, con un borrador que 
llevó, al menos, cinco años de trabajo, que ha sido estudiado y discutido repetidas veces por casi el 
centenar de sociedades de fomento que integra n la Comisión Nacional de Fomento Rural, que ha 
tenido redacción tras redacción, y hoy es un trabajo acabado que representa, en sí mismo, la voluntad 
y el saber de todos los que integramos el sistema del fomento rural. Por eso decimos que más que de 
una ley se trata de un sistema legal, porque los artículos están interconectados, al igual que los 
derechos y deberes que se crean. Entendemos que esto hace al funcionamiento futuro de la sociedad 
de fomento, ya que está pensado para los próximos 30 o 40 años y poder afrontar los desafíos de la 
modernidad, de la globalización y de la subsistencia del productor rural en el campo. Al respecto, 
puedo aportar un dato: en el último censo que hubo en ese gran centro del país, del que se dice que se 
está despoblando, en la única sección judicial donde se produjo un aumento de la población fue en 
Flores, que es donde está la Sociedad de Fomento Rural de La Casilla, que llevó adelante, dirigió y 
gestionó la instalación de un sistema de vivienda para los productores rurales de la zona. Esa es la 
única sección judicial del centro del país donde la población creció en el período que va de un censo al 
otro, por la tarea de erradicación que hizo una sociedad de fomento que está trabajando en apoyo a 
sus productores. Hoy, en una situación complicada del sector agropecuario nacional, la sociedad de 
fomento se ha vuelto a convertir, una vez más, en la primera trinchera del productor. Somos nosotros 
quienes diferimos los pagos, quienes damos financiamiento y los insumos para que se siembre la 
próxima cosecha, para que el tambero tenga su ración y cuente con los productos veterinarios 
necesarios para las vacas. Entonces, entendemos que la protección del sistema rural —nosotros que 
tenemos la camiseta puesta podemos pecar de cierto orgullo en esto— es importante para el país y que 
este insumo que venimos a traer hoy aquí es el producto de nuestro mejor esfuerzo. En ese sentido, 
solicitamos a este honorable Cuerpo que lo considere y nos dé un apoyo en este camino que 
necesitamos para reforzar la actividad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que nos están dejando una propuesta de proyecto y supongo que 
hay toda una fundamentación escrita acerca de lo que han expuesto. Obviamente, si los señores 
senadores están de acuerdo, vamos a recibir el documento en cuestión. 


SEÑOR MUJICA.- Si no me equivoco, nuestros invitados tienen una propuesta de redacción 
alternativa, por lo que sería bueno que lo leyeran. 


SEÑOR DURÁN.- A propósito de esto, cabe acotar que el primer anteproyecto fue elaborado por el 
doctor Siegbert Ripe, a quien no necesito presentar. 


La propuesta que hemos traído ahora consta de 11 artículos, a los que si me permiten voy a 
dar lectura. 


«Artículo 1?. Definición de las Sociedades de Fomento Rural. 


Las Sociedades de Fomento Rural son asociaciones civiles sin fines de lucro, creadas al amparo de lo 
dispuesto por el artículo 21 del Código Civil, cuya existencia responde a la necesidad de promover 
acciones tendientes al desarrollo del agro, la agroindustria y diferentes formas de cooperación en las 
zonas en que ejercen su acción, así como para prestar servicios de apoyo a la producción y la vida 
rural de sus socios y de todos los habitantes de su zona de influencia. 


Artículo 2”. Declaración de interés público. 


Declárase a las Sociedades de Fomento Rural a que se refieren las leyes 6.192, de 16 de julio de 1918 
y 8.317, de 18 de octubre de 1928, que tengan personería jurídica y estén afiliadas a la Comisión 
Nacional de Fomento Rural, de interés público en tanto formas asociativas idóneas para favorecer la 
mejora productiva del medio rural, la vida económica y social de sus habitantes, y apoyar políticas 
públicas de desarrollo local. 


Artículo 3”. Actividades propias de las Sociedades de Fomento Rural. 


Las Sociedades de Fomento Rural podrán desarrollar las actividades de índole económica, social y 
gremial necesarias para el cumplimiento de su objeto social, acorde a lo que dispongan sus estatutos. 
En particular, y a modo de ejemplo, podrán realizar las que se enuncian a continuación: 


Adquirir y distribuir entre sus socios toda clase de insumos agropecuarios; 


recibir, acopiar, clasificar, conservar, elaborar, transportar, envasar, industrializar, vender y exportar los 
productos correspondientes a las explotaciones realizadas por sus asociados; 


importar los bienes necesarios para la realización de tareas de apoyo a la producción establecidas en 
los literales anteriores; 


prestar a los socios servicios de asistencia material, técnica, tecnológica, y de gestión y administración 
relativos a la actividad agropecuaria que desarrollan. En especial la prestación de servicios 
agropecuarios y servicios auxiliares a la producción agropecuaria, realizados a sus asociados; 


administrar, gestionar y explotar padrones rurales de su propiedad (al amparo de la ley 18092), o de 
terceros, en beneficio de los socios; 


participar en el desarrollo de nuevas tecnologías agropecuarias e invertir en la investigación, obtención 
y producción de insumos agropecuarios susceptibles de ser objeto de derechos de propiedad industrial 
y generar los correspondientes derechos de patente, ya sea que se trate de productos cultivares, 
biológicos de origen animal o agroquímicos; 


administrar fondos de cooperación provenientes del desarrollo de proyectos nacionales e 
internacionales; 


promover y fomentar actividades gremiales y sociales tendientes al desarrollo integral del medio rural, 
especialmente en las áreas de salud, educación e infraestructura, pudiendo a tales efectos coordinar 
con las entidades públicas y privadas que favorezcan el desarrollo de dichas actividades de interés 
público; 


toda otra actividad análoga, conexa o afín a las anteriores o necesaria para el mejor cumplimiento de 
las mismas. 


Artículo 4%. Naturaleza jurídica de las actividades de las Sociedades de Fomento Rural. 
Actividades con terceros. 


Las actividades previstas en el artículo anterior, realizadas en el cumplimiento del objeto 
social de las Sociedades de Fomento Rural con sus socios no constituyen actos de comercio sino 
actos asociativos sin fines de lucro, con fundamento en la ayuda mutua y apoyo a la actividad 
agropecuaria. 


La misma naturaleza jurídica corresponde a las actividades realizadas con los socios de otras 
Sociedades de Fomento Rural o de las Cooperativas Agrarias, o entre las Sociedades de Fomento 
Rural y las Cooperativas Agrarias entre sí, cuando estuvieran vinculadas o participando en actividades 
comunes dentro de su objeto social. 


Solo podrán extenderse dichas actividades a terceros no socios, por razones de interés social 
O para el mejor desarrollo de sus específicos objetos sociales sin modificar la naturaleza jurídica 
referida. Podrá ampararse a todo lo dispuesto por la ley 19292, registrándose en el RENAOH (Registro 
Nacional de Organizaciones Habilitadas) o registros similares que se crearen en el futuro. 


Artículo 5%. Autonomía y Afiliación. 


Las Sociedades de Fomento Rural ejercerán todas y cada una de sus funciones con la más 
completa y amplia autonomía a los efectos del mejor cumplimiento de sus fines. 


Sin perjuicio, además de su afiliación obligatoria a la Comisión Nacional de Fomento Rural, 
podrán asociarse entre sí con Cooperativas Agrarias o formar parte de cooperativas agrarias, inclusive 
de segundo y tercer grado y permitir la integración de las mismas, aún en el caso de silencio de sus 
respectivos estatutos. 


En tales circunstancias podrán realizar igualmente todas las actividades que sean necesarias 
para la ejecución de los servicios a los que refiere esta ley. 


Artículo 6%. Asociación con entidades de otro carácter. 


Las Sociedades de Fomento Rural podrán asociarse con entidades de distinta naturaleza 
jurídica, ya sean públicas o privadas, a condición de que tal asociación sea conveniente para sus 
respectivos objetos sociales y siempre que no transfieran beneficios fiscales ni legales que les sean 
propios. 


Artículo 7”. Condiciones de funcionamiento. 
Para poder acogerse a lo establecido, las Sociedades de Fomento Rural deberán: 
Ser de afiliación abierta para todo el vecindario de la zona, y llevar al día el registro de socios; 


llevar los registros en que consten las actividades a que se refieren las disposiciones precedentes, 
cuando estas se realicen; 


no efectuar ningún tipo de reparto o distribución de excedentes; 


d) cumplir estrictamente con las previsiones de sus estatutos sociales, especialmente las que tienen 
relación con el funcionamiento de los órganos de la sociedad. 


e) mantener o establecer su afiliación a la Comisión Nacional de Fomento Rural. 
Artículo 8. Contralor de la Comisión Nacional de Fomento Rural. 


La Comisión Nacional de Fomento Rural deberá informar al Poder Ejecutivo acerca del 
cumplimiento de los extremos mencionados en el artículo anterior y del servicio prestado según lo 
autorizado por esta ley, en la forma y oportunidad que establezca la reglamentación. 


A estos efectos, la Comisión mencionada podrá, a su vez, solicitar informes a las Sociedades 
de Fomento Rural afiliadas a la misma y realizar las inspecciones que estime pertinentes para el 
cumplimiento de lo establecido en el inciso precedente. 


El Poder Ejecutivo, debidamente informado previa observación de los trámites 
correspondientes, podrá retirar la personería jurídica a las sociedades que violen o desvirtúen el 
régimen previsto en esta ley. 


Artículo 9%. Capitalización de la sociedad. En tanto las operaciones autorizadas en el artículo 
3% de la presente ley no podrán tener fines de lucro de acuerdo a lo dispuesto en el inciso primero del 
artículo 4% de la misma, sólo se cobrará en el ámbito de las mencionadas entidades y en el de las 
también mencionadas en el artículo 5% de ésta, el costo de dicho servicio, más un porcentaje destinado 
a la capitalización de la sociedad y a la financiación de las actividades de la Comisión Nacional de 
Fomento Rural. 


Los porcentajes destinados a la capitalización de la sociedad podrán utilizarse para la 
ampliación de su capacidad instalada, el mejoramiento de sus servicios, la formación de stocks de las 
mercaderías con que normalmente operen y la realización de obras de infraestructura u otros destinos 
semejantes. 


El porcentaje máximo para financiar las actividades de la Comisión Nacional de Fomento 
Rural, no podrá superar el 2 %o (dos por mil) de los ingresos brutos anuales de cada sociedad. 


Artículo 10. Exenciones tributarias. 


Las Sociedades de Fomento Rural y la Comisión Nacional de Fomento Rural, en su caso, 
mientras cumplan con lo dispuesto en los artículos 5.” y 3.2 de la presente ley, continuarán con las 
exoneraciones de impuestos y de contribuciones especiales de la seguridad social previstas en la ley 
n.* 18.083 o de igual naturaleza que se crearan en el futuro, del Impuesto a la Renta de las Actividades 
Empresariales, del Impuesto al Patrimonio y de cualquier otro creado o a crearse que grave 
excedentes o utilidades, y de todo otro gravamen, contribución, impuestos nacionales directos o 
indirectos de cualquier naturaleza, con excepción del Impuesto al Valor Agregado y el Impuesto 
Específico Interno. 


Artículo 11. Derogaciones. 


Derógase el Decreto Ley n* 14.330, de 19 de diciembre de 1974, el artículo 253 de la ley n.* 
16.462, de 11 de enero de 1994, y toda otra disposición que se oponga directa o indirectamente a la 
presente ley». 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entiendo que es un proyecto de ley con un desarrollo bastante importante, 
con el que mantenemos contacto por primera vez, por lo que la Comisión de Ganadería, Agricultura y 
Pesca lo recibe, pero no es el momento de abrir un debate sobre su contenido. De todas formas, los 
señores senadores pueden hacer las consultas que estimen convenientes. 


SEÑOR BARÁIBAR.- Es un gusto recibirlos. La problemática que plantean es de mucha importancia 
y, por supuesto, la comisión le dará la debida atención y en su momento presentará una respuesta. 


Dado que ustedes dominan bien el tema, sería bueno que hicieran un comparativo entre el 
Decreto Ley n.” 14.330 y las modificaciones que ustedes proponen. Aclaro que las secretarías de las 
comisiones lo hacen con absoluta eficiencia ya que son especialistas en ese tema, pero nuestros 
invitados dominan la ley y pueden establecer claramente las diferencias entre ambos textos. 


Por otra parte, me gustaría hacer dos preguntas. Ustedes hablaron de una cantidad de 
socios y me gustaría saber qué porcentaje hay de propietarios y de arrendatarios de las tierras. 


Por otro lado me gustaría saber cuál es el promedio tomando en cuenta el rango mínimo y 
máximo -—si lo tienen— de la superficie de las explotaciones. 


SEÑOR BUZZALINO.- Es muy difícil precisarlo porque en general las sociedades de fomento 
responden directamente a las concentraciones demográficas del interior del país, entonces, tenemos 
algunas sociedades con 3.000 socios —como decía Basanta— y otras con 40. Lamentablemente no 
podemos dar cifras porque no las tenemos. 


En cuanto a la tenencia de la tierra, la mayoría de las sociedades están compuestas por 
propietarios, pero también hay comisiones directivas que son presididas por asalariados rurales. Esto 
responde directamente a la foto del agro uruguayo; las sociedades de fomento son un espejo de todo 
eso. No tenemos cifras claras, sabemos que es de acuerdo a los rubros y hay concentraciones de 
muchos productores en pequeñas áreas como puede ser en Canelones, parte de San José o el litoral. 
También depende de las características del suelo, hay productores familiares con 500 hectáreas del 
basalto más duro y más complicado, y no es que ese productor esté 500 veces más fuerte, tiene los 


mismos problemas que uno con 8 hectáreas de Canelones o de algunas áreas de Salto. Esa 
información, lamentablemente, no la podemos dar porque no la tenemos. 


SEÑOR BARÁIBAR.- No sería mala idea que frente a un proyecto de ley sobre importaciones hagan 
una especie de censo entre todos los productores, cualquier especialista en el tema lo puede hacer. 


La tercera pregunta sería la siguiente: ¿qué porcentaje de la producción es agrícola, 
ganadera, lechera, avícola o pecuaria? 


SEÑOR BUZZALINO.- Con respecto a la pregunta anterior, el 95 % o más son productores familiares 
según la definición de productor familiar del Ministerio de Ganadería, Agricultura y Pesca: debe tener 
menos de 500 hectáreas, Índice Coneat 100, vivir en el predio o a menos de 50 kilómetros y su 
principal ingreso debe ser la producción agropecuaria. Ese es el grueso de nuestra gente. 


Por otro lado, lamentablemente tengo que repetir la respuesta: no tenemos información. 
Sabemos que de todos los rubros del amplio espectro productivo del país tenemos sociedades de 
fomento con actividad arrocera —como la de Cerro Largo-, el área granjera de Salto y del sur del país, 
el área agrícola y el ganadera, que es la mayor parte de los productores de la comisión nacional —eso 
lo tenemos claro—, se trata de ganaderos familiares, criadores casi en su totalidad. Es decir que todos 
los rubros de la producción del país están representados en la comisión nacional: lechería, avicultura, 
criaderos de cerdos y queseros, etcétera. 


SEÑOR BASANTA.- Soy representante de la Sociedad de Fomento de Tarariras. 


El senador habló de la importación: hace décadas que importamos y exportamos. La ley no 
establece algo nuevo, sino lo que a lo largo del tiempo han venido haciendo distintas sociedades de 
fomento. Repito: no estamos pidiendo nada nuevo, simplemente que esté establecido en la ley lo que, 
de hecho, ya estamos haciendo. 


SEÑOR SARAVIA.- En primer lugar, quisiera agradecer la presencia y compartir la preocupación 
porque sabemos muy bien cómo funciona en todo el país. 


Quiero dejar claro que reglamentariamente tenemos que resolver si hacemos nuestro el 
proyecto y lo presentamos. A partir de ahí, si los senadores de los distintos partidos o una bancada 
entiende que es conveniente —desde ya adelanto que nosotros compartimos esta preocupación— hará 
las consultas al ministerio de ganadería, al de economía y al Poder 
Ejecutivo. 


Quería dejarlo claro porque es importante que se perciba que hay una voluntad pero que es 
necesario cumplir un proceso y esto lleva su tiempo. Comprendo la ansiedad que sienten nuestros 
invitados frente a una situación que los desfavorece; por eso quería hacer la aclaración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nosotros les habíamos pedido también que dejaran sus comentarios sobre el 
proyecto modificativo de la Ley n.* 16.858, sobre riego agrícola. En la carpeta encuentro que hay una 
documentación en la que se presenta la visión de la Comisión Nacional de Fomento Rural al respecto, 
pero si tienen la necesidad de formular algún comentario adicional, les daríamos dos o tres minutos 
para que lo hagan, porque tenemos otras delegaciones esperando. 


SEÑOR JOURDAN.- Mi nombre es Luis Jourdan y soy de Colonia Valdense. 


Respecto a este proyecto de ley, creo que hay que regar, o intentarlo al menos. En el caso 
nuestro, hace cinco años que, con otras tres cooperativas de la región, estamos tratando de elaborar 
un proyecto de riego multipredial. Esto comenzó en la administración anterior y continúa en esta. 
Nobleza obliga reconocer el apoyo que hemos recibido del Ministerio de Ganadería, Agricultura y 
Pesca en ese tema. Pero en cuanto a este proyecto de ley concretamente, si bien hay algunos 
comentarios y algunos puntos que hay que aclarar, el objetivo grueso es promover el uso y manejo del 


agua. En ese espíritu estamos totalmente de acuerdo en que, con algunas modificaciones menores, 
habría que aprobarlo. 


SEÑORA REVETRIA.- Mi nombre es Cristina Revetria y soy de Canelón Chico, departamento de 
Canelones. Estoy integrando la Mesa Ejecutiva de la Comisión Nacional, como Vicepresidenta, pero 
tengo una trayectoria desde los once años como mujer rural. 


Particularmente en su momento tenía una gran deuda y quiero agradecerle al señor senador 
Mujica, porque nunca nos habíamos visto y ahora tengo la oportunidad de hacerlo. 


En este momento estoy representando a muchas organizaciones de Canelones como 
consejera; son 29 las organizaciones que integran la Comisión Nacional en el departamento. Y para 
responder la pregunta del señor senador, la mayoría somos pequeños productores rurales y hay 
sociedades que tienen 100, 140 o 200 socios. Además, Canelones es muy diverso. Me parece que es 
muy importante que esta propuesta que vienen a hacer nuestros representantes se tome en cuenta y 
que no se demore mucho su resolución. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos a la delegación de la Comisión Nacional de Fomento Rural por 
su presencia en la sesión de hoy. 


(Se retira de sala la delegación de la Comisión Nacional de Fomento Rural). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


